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ENMIENDA AL ARTÍCULO 8

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“Artículo 8. Restricciones a la prestación de servicios.
1. En caso de que un determinado servicio de la sociedad de la información atente o pueda atentar contra los principios que se expresan a continuación, los órganos competentes para su protección, en ejercicio de las funciones que tengan legalmente atribuidas, podrán adoptar las medidas necesarias para que se interrumpa su prestación o para retirar los datos que los vulneran. Los principios a que alude este apartado son los siguientes: 

a) la salvaguarda del orden público, la investigación penal, la seguridad pública y la defensa nacional,

b) la protección de la salud pública o de las personas físicas que tengan la condición de consumidores o usuarios, incluso cuando actúen como inversores, 

c) el respeto a la dignidad de la persona y al principio de no discriminación por motivos de raza, sexo, religión, opinión, nacionalidad, discapacidad o cualquier otra circunstancia personal o social, y

d) la protección de la juventud y de la infancia. 

En todos los casos en que la Constitución, las normas reguladoras de los respectivos derechos y libertades o las que resulten aplicables a las diferentes materias atribuyan competencia a los órganos jurisdiccionales para intervenir en el ejercicio de actividades o derechos, sólo la autoridad judicial competente podrá adoptar las medidas previstas en este artículo.

2. Si para garantizar la efectividad de la resolución que acuerde la interrupción de la prestación de un servicio o la retirada de datos procedentes de un prestador establecido en otro Estado, el órgano competente estimara necesario impedir el acceso desde España a los mismos, podrá ordenar a los prestadores de servicios de intermediación establecidos en España, directamente o mediante solicitud motivada al Ministerio de Ciencia y Tecnología, que tomen las medidas necesarias para impedir dicho acceso.

Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 11 cuando los datos que deban retirarse o el servicio que deba interrumpirse procedan de un prestador establecido en España.

3. Las medidas de restricción a que hace referencia este artículo serán objetivas, proporcionadas y no discriminatorias, y se adoptarán de forma cautelar o en ejecución de las resoluciones que se dicten, conforme a los procedimientos administrativos legalmente establecidos o a los previstos en la legislación procesal que corresponda.

4. Fuera del ámbito de los procesos judiciales, cuando se establezcan restricciones que afecten a un servicio de la sociedad de la información que proceda de alguno de los Estados miembros de la Unión Europea o del Espacio Económico Europeo distinto de España, se seguirá el siguiente procedimiento:

a) El órgano competente pedirá al Estado miembro en que esté establecido el prestador afectado que adopte las medidas oportunas. En el caso de que no las adopte o resulten insuficientes, dicho órgano  notificará, con carácter previo, a la Comisión Europea y al Estado miembro las medidas que tiene intención de adoptar.

b) En los supuestos de urgencia, el órgano competente podrá adoptar las medidas oportunas, notificándolas al Estado miembro de procedencia y a la Comisión europea en el plazo de quince días desde su adopción. Así mismo, deberá indicar la causa de dicha urgencia. 

Los requerimientos y notificaciones a que alude este apartado se realizarán siempre a través del órgano de la Administración General del Estado competente para la comunicación y transmisión de información a las Comunidades Europeas.”

JUSTIFICACIÓN

Se sustituye la expresión “autoridad competente” por la de “órgano competente”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en el Derecho Administrativo.

Con la enmienda propuesta para el apartado 8.1 c), se trata de asegurar el rechazo a los contenidos que puedan fomentar el odio, el desprecio o la discriminación por motivos de discapacidad.

La modificación que se propone en el último párrafo del artículo 8.1 enfatiza la salvaguarda de las garantías previstas en el Ordenamiento jurídico para la protección de los derechos y libertades reconocidos que ya figura en el último párrafo de este artículo, en lo que respecta a las actuaciones que las Administraciones Públicas puedan realizar, en ejercicio de sus competencias, sobre actividades realizadas por Internet. Se explicita, en particular, la exclusividad de la actuación judicial cuando la Constitución, las leyes reguladoras de los respectivos derechos y libertades o cualquier otra norma general o sectorial que deba tenerse en cuenta en la realización de una determinada actividad por Internet atribuya a la autoridad jurisdiccional la competencia para la adopción de medidas que puedan restringir el ejercicio de dichas actividades o derechos.

ENMIENDA AL ARTÍCULO 10.1 c). 

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“c)
En el caso de que su actividad estuviese sujeta a un régimen de autorización administrativa previa, los datos relativos a dicha autorización y los identificativos del órgano competente encargado de su supervisión.” 

JUSTIFICACIÓN

Se sustituye la expresión “autoridad competente” por la de “órgano competente”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en Derecho Administrativo.

ENMIENDA AL ARTÍCULO 11, APARTADOS 1 Y 2.

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:
“1. Cuando un órgano competente por razón de la materia, hubiera ordenado, en ejercicio de las funciones que legalmente tenga atribuidas, que se interrumpa la prestación de un servicio de la sociedad de la información o la retirada de determinados contenidos provenientes de prestadores establecidos en España, y para ello fuera necesaria la colaboración de los prestadores de servicios de intermediación, podrá ordenar a dichos prestadores, directamente o mediante solicitud motivada al Ministerio de Ciencia y Tecnología, que suspendan la transmisión, el alojamiento de datos, el acceso a las redes de telecomunicaciones o la prestación de cualquier otro servicio equivalente de intermediación que realizaran. 

2. En todos los casos en que la Constitución, las normas reguladoras de los respectivos derechos y libertades o las que resulten aplicables a las diferentes materias atribuyan competencia a los órganos jurisdiccionales para intervenir en el ejercicio de actividades o derechos, sólo la autoridad judicial competente podrá adoptar las medidas previstas en este artículo.”

JUSTIFICACIÓN

Se sustituye la expresión “autoridad competente” por la de “órgano competente”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en Derecho Administrativo.


La modificación que se propone en el apartado segundo del artículo 11 enfatiza la salvaguarda de las garantías previstas en el Ordenamiento jurídico para la protección de los derechos y libertades reconocidos que ya figura en este artículo, en lo que respecta a las actuaciones que las Administraciones Públicas puedan realizar, en ejercicio de sus competencias, sobre actividades realizadas por Internet. Se explicita, en particular, la exclusividad de la actuación judicial cuando la Constitución, las leyes reguladoras de los respectivos derechos y libertades o cualquier otra norma general o sectorial que deba tenerse en cuenta en la realización de una determinada actividad por Internet atribuya a la autoridad jurisdiccional la competencia para la adopción de medidas que puedan restringir el ejercicio de dichas actividades o derechos.

ENMIENDA AL ARTÍCULO 14 e).

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“e) retiran la información que hayan almacenado o hacen imposible el acceso a ella, en cuanto tengan conocimiento efectivo de:

· que ha sido retirada del lugar de la red en que se encontraba inicialmente,

· que se ha imposibilitado el acceso a ella, o

· que un tribunal u órgano administrativo competente ha ordenado retirarla o impedir que se acceda a ella.” 

JUSTIFICACIÓN

Se sustituye la expresión “autoridad competente” por la de “órgano competente”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en Derecho Administrativo.

ENMIENDA AL ARTÍCULO 15.1.

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“1. Los prestadores de un servicio de la sociedad de la información consistente en albergar datos proporcionados por el destinatario de este servicio no serán responsables por la información almacenada a petición del destinatario, siempre que: 

a) no tengan conocimiento efectivo de que la actividad o la información almacenada es ilícita o de que lesiona bienes o derechos de un tercero susceptibles de indemnización, o

b) si lo tienen, actúen con diligencia para retirar los datos o hacer imposible el acceso a ellos.

Sin perjuicio de los procedimientos de detección y retirada de contenidos que los prestadores apliquen en virtud de acuerdos voluntarios y de otros medios de conocimiento efectivo que pudieran establecerse, se entenderá que no concurren las circunstancias señaladas en la letra a) cuando un órgano  con competencias para ello haya declarado la ilicitud de los datos, ordenado su retirada o que se imposibilite el acceso a los mismos, o se hubiera declarado la existencia de la lesión, y el prestador conociera la correspondiente resolución.”

JUSTIFICACIÓN

Se sustituye la expresión “autoridad competente” por la de “órgano con competencias para ello”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en Derecho Administrativo.

ENMIENDA AL ARTÍCULO 16.1.

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“1. Los prestadores de servicios de la sociedad de la información que faciliten enlaces a otros contenidos o incluyan en los suyos directorios o instrumentos de búsqueda de contenidos no serán responsables por la información a la que dirijan a los destinatarios de sus servicios, siempre que: 

a) no tengan conocimiento efectivo de que la actividad o la información a la que remiten o recomiendan es ilícita o de que lesiona bienes o derechos de un tercero susceptibles de indemnización, o

b) si lo tienen, actúen con diligencia para suprimir o inutilizar el enlace correspondiente.

Sin perjuicio de los procedimientos de detección y retirada de contenidos que los prestadores apliquen en virtud de acuerdos voluntarios y de otros medios de conocimiento efectivo que pudieran establecerse, se entenderá que no concurren las circunstancias señaladas en la letra a) cuando un órgano con competencias para ello haya declarado la ilicitud de los datos, ordenado su retirada o que se imposibilite el acceso a los mismos, o se hubiera declarado la existencia de la lesión, y el prestador conociera la correspondiente resolución.”

JUSTIFICACIÓN

Se sustituye la expresión “autoridad competente” por la de “órgano con competencias para ello”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en Derecho Administrativo.

ENMIENDA AL ARTÍCULO 17.2, PRIMER PÁRRAFO.

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“2. En la elaboración de dichos códigos, habrá de garantizarse la participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y la de las organizaciones representativas de personas con discapacidades físicas o psíquicas, cuando afecten a sus respectivos intereses.” 

JUSTIFICACIÓN


La modificación que se propone refuerza el contenido de este artículo asegurando la participación de las organizaciones de consumidores y usuarios y de discapacitados en la elaboración de Códigos de conducta cuyo contenido les afecte directa o indirectamente. Además, se matiza la alusión a las asociaciones de personas discapacitadas para tener en cuenta distintos tipos de discapacidad, ya que las personas integrantes de dichos colectivos pueden tener intereses específicos y diferenciados en las materias sobre las que versen los códigos de conducta que se elaboren.

ENMIENDA AL ARTÍCULO 34.1.

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“1. El Ministerio de Ciencia y Tecnología controlará el cumplimiento por los prestadores de servicios de la sociedad de la información, de las obligaciones establecidas en esta Ley y en sus disposiciones de desarrollo, en lo que se refiere a los servicios propios de la sociedad de la información.

No obstante, las referencias a los órganos competentes contenidas en los artículos 8, 10, 11, 14, 15, 16 y 37  se entenderán hechas a los órganos jurisdiccionales o administrativos que, en cada caso, lo sean en función de la materia.” 

JUSTIFICACIÓN

Se sustituye la expresión “autoridad competente” por la de “órgano competente”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en Derecho Administrativo.


Se completa la cita de los artículos que contienen la expresión “autoridad” u “órgano” competente y que son relevantes a estos efectos, con la referencia a los artículos 14 y 37.

ENMIENDA AL ARTÍCULO 37.2.

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“2. Son infracciones muy graves: 
a) El incumplimiento de las órdenes dictadas en virtud del artículo 8, por un órgano administrativo con competencias para la protección de los intereses generales señalados en el mismo.

b) El incumplimiento de la obligación de suspender la transmisión, el alojamiento de datos, el acceso a la red o la prestación de cualquier otro servicio equivalente de intermediación, cuando un órgano administrativo competente  lo ordene, en virtud de lo dispuesto en el artículo 11.”

JUSTIFICACIÓN

Se sustituye la expresión “autoridad competente” por la de “órgano competente” o “con competencias”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en Derecho Administrativo.

ENMIENDA AL  ARTÍCULO 38.1 c).

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“c) Por la comisión de infracciones leves, multa de hasta 60.000 euros.” 

JUSTIFICACIÓN


Se suprime el límite inferior de la cuantía de las sanciones por infracción leve para permitir un mayor juego de los criterios de graduación de las sanciones establecidos en el artículo 39, de tal manera que el régimen sancionador ofrezca una mayor flexibilidad para adecuar la cuantía de las multas a las circunstancias concurrentes.

Se aplicaría, así, el mismo criterio que en otras leyes no establecen límite inferior para las sanciones por infracciones leves (Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, Ley de Ordenación del comercio minorista, Ley del Mercado de Valores, Ley General de Telecomunicaciones…).

ENMIENDA AL ARTÍCULO 40.2.

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

"2. En todos los casos en que la Constitución, las normas reguladoras de los respectivos derechos y libertades o las que resulten aplicables a las diferentes materias atribuyan competencia a los órganos jurisdiccionales para intervenir en el ejercicio de actividades o derechos, sólo la autoridad judicial competente podrá adoptar las medidas previstas en este artículo.” 

JUSTIFICACIÓN


La modificación que se propone enfatiza la salvaguarda de las garantías previstas en el Ordenamiento jurídico para la protección de los derechos y libertades reconocidos que ya figura en el artículo 40.2, en lo que respecta a las medidas provisionales que las Administraciones Públicas puedan adoptar de acuerdo con lo previsto en este artículo, para garantizar la eficacia de las resoluciones sancionadoras que pudieran dictar en aplicación de esta Ley. Se explícita, en particular, la exclusividad de la actuación judicial cuando la Constitución, las leyes reguladoras de los respectivos derechos y libertades o cualquier otra norma general o sectorial que deba tenerse en cuenta en la realización de una determinada actividad por Internet atribuya a la autoridad jurisdiccional la competencia para la adopción de medidas que puedan restringir el ejercicio de dichas actividades o derechos. 

Este precepto es coherente con el artículo 72.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que resulta aplicable al ejercicio de la potestad sancionadora prevista en el Proyecto de Ley, según el cual las Administraciones Públicas no pueden adoptar medidas provisionales que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.

ENMIENDA AL ARTÍCULO 42.1.

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“1. La imposición de sanciones por el incumplimiento de lo previsto en esta Ley corresponderá, en el caso de infracciones muy graves, al Ministro de Ciencia y Tecnología y en el de infracciones graves y leves, al Secretario de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información.

No obstante lo anterior, la imposición de sanciones por incumplimiento de las resoluciones dictadas por los órganos competentes en función de la materia o entidad de que se trate a que se refieren las letras a) y b) del artículo 37.2 de esta Ley corresponderá al órgano que dictó la resolución incumplida.”

JUSTIFICACIÓN

Se suprime la expresión “autoridad competente” para dejar sólo la de “órgano competente”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en Derecho Administrativo.

ENMIENDA AL ANEXO, LETRA i).

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone:

“i) “Ámbito normativo coordinado”: todos los requisitos aplicables a los prestadores de servicios de la sociedad de la información, ya vengan exigidos por la presente ley u otras normas que regulen el ejercicio de actividades económicas por vía electrónica, o por las leyes generales que les sean de aplicación, y que se refieran a los siguientes aspectos:

· comienzo de la actividad, como las titulaciones profesionales o cualificaciones requeridas, la publicidad registral, las autorizaciones administrativas o colegiales precisas, los regímenes de notificación a cualquier órgano u organismo público o privado, y

· posterior ejercicio de dicha actividad, como los requisitos referentes a la actuación del prestador de servicios, a la calidad, seguridad y contenido del servicio, o los que afectan a la publicidad y a la contratación por vía electrónica y a la responsabilidad del prestador de servicios.

No quedan incluidos en este ámbito, las condiciones relativas a las mercancías y bienes tangibles, a su entrega ni a los servicios no prestados por medios electrónicos.”

JUSTIFICACIÓN

Se sustituye la expresión “autoridad competente” por la de “órgano competente”, para evitar que se produzca algún tipo de confusión con el concepto específico de “autoridad” en Derecho Administrativo.

ENMIENDA A LA DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA, UNO Y DOS.

DE MODIFICACIÓN

Texto que se propone: 

“Uno. Se modifica el artículo 1262 del Código Civil, que queda redactado de la siguiente manera:

"El consentimiento se manifiesta por el concurso de la oferta y de la aceptación sobre la cosa y la causa que han de constituir el contrato.

Hallándose en lugares distintos el que hizo la oferta y el que la aceptó, hay consentimiento desde que el oferente conoce la aceptación o desde que, habiéndosela remitido el aceptante, no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe. El contrato, en tal caso, se presume celebrado en el lugar en que se hizo la oferta.

En los contratos celebrados mediante dispositivos automáticos hay consentimiento desde que se manifiesta la aceptación.”

Dos. Se modifica el artículo 54 del Código de Comercio, que queda redactado de la siguiente manera:

Hallándose en lugares distintos el que hizo la oferta y el que la aceptó, hay consentimiento desde que el oferente conoce la aceptación o desde que, habiéndosela remitido el aceptante, no pueda ignorarla sin faltar a la buena fe. El contrato, en tal caso, se presume celebrado en el lugar en que se hizo la oferta.

En los contratos celebrados mediante dispositivos automáticos hay consentimiento desde que se manifiesta la aceptación.”

JUSTIFICACIÓN

Resulta adecuado introducir la frase destacada en negrita en el texto de la enmienda, ya que las reglas para la determinación del lugar de celebración del contrato contenidas en el artículo 28 tan sólo son aplicables a los contratos electrónicos, pero no al resto de categorías de contratos a distancia cubiertos por los artículos 1262 del Código Civil y 54 del Código de Comercio, en la redacción propuesta en la disposición adicional cuarta. El artículo 28 del Proyecto de Ley, que contiene una regla diferente para la determinación del lugar de celebración de los contratos electrónicos, se aplicará con preferencia a lo dispuesto en los artículos 1262 del Código Civil y 54 del Código de Comercio por ser Ley especial respecto a lo previsto en ellos.

ENMIENDA ADICIÓN DE UNA NUEVA DISPOSICIÓN ADICIONAL QUINTA.

DE ADICIÓN.

Texto que se propone:

"Disposición adicional quinta. Accesibilidad para las personas con discapacidad y de edad avanzada a la información proporcionada por medios electrónicos. 

Las Administraciones Públicas adoptarán las medidas necesarias para que la información disponible en sus respectivas páginas de Internet pueda ser accesible a personas con discapacidad y de edad avanzada de acuerdo con los criterios de accesibilidad al contenido generalmente reconocidos antes del 31 de diciembre de 2005.”

JUSTIFICACIÓN

Esta disposición fija un plazo concreto para la consecución de un objetivo factible, como es la adecuación del diseño de las páginas de Internet de las Administraciones Públicas para facilitar el acceso de las personas con discapacidad o de edad a sus contenidos. Con ello, se daría cumplimiento a la resolución aprobada el 25 de marzo de 2002 por el Consejo de Ministros de la UE sobre accesibilidad de sitios web públicos y de su contenido, a instancia de la Presidencia española, con el objetivo de conseguir avances concretos en materia de accesibilidad de cara a la celebración del año de los discapacitados, año 2003.
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A continuación se remiten 15 enmiendas al Proyecto de Ley del asunto de referencia, para su presentación por el Grupo Parlamentario Popular:

( De modificación del artículo 8

( De modificación del artículo 10.1 c )

( De modificación del artículo 11.1 y 11.2

( De modificación del artículo 14 e)

( De modificación del artículo 15.1

( De modificación del artículo 16.1

( De modificación del artículo 17.2, primer párrafo

( De modificación del artículo 34.1

( De modificación del artículo 37.2

( De modificación del artículo 38.1 c)

( De modificación del artículo 40.2

( De modificación del artículo 42.1

( De modificación del anexo, letra i)

( De modificación de la disposición adicional cuarta, uno

( De adición de una nueva disposición adicional quinta

Este envío sustituye a los dos anteriores realizados con fecha 5 de abril de 2002.

